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
Pral. 997/2026-I

Audiencia constitucional.

En Naucalpan de Juárez, Estado de México, a las nueve 
horas con cuarenta minutos del dieciséis de julio de dos mil 
veintiséis, hora y día señalados para la celebración de la 

audiencia constitucional en el juicio de amparo 997/2026-I, se 

procede a celebrarla ante la presencia del Juez Marín García 

Moreno, titular del Juzgado Decimoprimero de Distrito en el 

Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, 

asistido de Tomás Martínez Moscoza, Secretario de juzgado que 

autoriza y da fe; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 

124 de la Ley de Amparo, la declara abierta sin la asistencia de 

las partes.

A continuación, el secretario hace relación de las 

constancias que obran en el expediente, sin ser necesaria la 

mención expresa de cada una de ellas. 

 

Asimismo, da cuenta con la promoción 13286 y el estado 

procesal de autos. 

El Juez acuerda: De conformidad con el numeral 124 de 

la Ley de Amparo, se tiene por hecha la relación de constancias 

para los efectos legales conducentes.

Por otro lado, con fundamento en el artículo 117 de la Ley 

de Amparo, se tiene al representante del Jefe del Departamento 
de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de 
México y Municipios, rindiendo informe justificado.

De conformidad con los numerales 9° y 26, fracción II 

inciso a) de la legislación aludida, se tienen como delegados y 

domicilio para oír y recibir notificaciones los que señala.
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De conformidad con lo dispuesto en los artículos 1° inciso 

b), 9, 14 y 38 del Acuerdo General del Pleno del Órgano de 

Administración Judicial que regula la integración y trámite del 

expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos los 

asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo del 

Órgano, en virtud de que el usuario  *****, se encuentra 

registrado en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes, 

se autoriza consultar las actuaciones del expediente electrónico.

Ahora, visto el estado procesal de autos, no es inadvertido 

que no se otorga el plazo previsto por el segundo párrafo del 

artículo 117 de la Ley de Amparo, para que las partes se 

impongan del informe justificado rendido por el Jefe del 

Departamento de Pensiones del Instituto de Seguridad Social del 

Estado de México y Municipios, ya que diferir la audiencia para 

dar oportunidad a ello, en nada cambiaría el sentido de la 

sentencia. Además, el retraso en su dictado implica una 

contravención al artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, que tutela el derecho fundamental de 

acceso efectivo a la justicia y que ésta sea expedita. Máxime que 

se harían nugatorios los derechos fundamentales que se 

consideran transgredidos.

Abierto el período de pruebas, el Secretario da cuenta 

con las ofrecidas por la persona quejosa.

El Juez acuerda: Con fundamento en el artículo 119 de la 

Ley de Amparo, se tienen como pruebas las documentales 

exhibidas por la parte descrita en el párrafo que antecede, las que 

se desahogan en este acto por su propia y especial naturaleza. 

Por lo que hace a la instrumental de actuaciones y la 

presuncional en su doble aspecto, de ser el caso, serán valoradas 

al momento de resolver. Se cierra este periodo.
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

Abierta la fase de alegatos, el Secretario hace constar 
que las partes no los formularon.

Sin diligencias pendientes por desahogar, se levanta esta 

acta, y se procede a dictar la resolución correspondiente.

dieciséis de julio de dos mil veintiséis
Vistos para resolver los autos del juicio de amparo 

indirecto 997/2026-I; de lo que:

R E S U L T A

PRIMERO. Presentación de la demanda. Por escrito 

presentado el diez de junio del año en curso, en el buzón judicial 

de la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 

Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de 

Juárez, turnado a este órgano jurisdiccional el día once de junio 

siguiente,  ****** ***** ****** por propio derecho, solicitó la 

protección de la Justicia Federal contra actos del Jefe del 
Departamento de Pensiones del Instituto de Seguridad Social 
del Estado de México y Municipios.

SEGUNDO. Trámite. Por auto de doce de junio del año en 

curso, se admitió a trámite la demanda de amparo; se dio la 

intervención que legalmente corresponde al Fiscal Federal 

adscrito; se requirió a la autoridad responsable rindiera su informe 

con justificación, se fijó hora y día para la celebración de la 

audiencia constitucional, la que se celebró con el resultado 

asentado en el acta que antecede; por lo que se:

C O N S I D E R A

PRIMERO. Competencia. Este juzgado es legalmente 

competente para conocer y resolver el presente juicio de amparo 

con fundamento en los artículos 103 fracción I y 107 

T
O

M
A

S M
A

R
T

ÍN
E

Z
 M

O
SC

O
Z

A
706a6620636a6633000000000000000000016d16
07/05/29 17:44:57

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



4

Constitucionales; 37 y 107 de la Ley de Amparo; 46 en relación 

con el 54 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 

así como en el acuerdo 3/2013 emitido por el Pleno del Consejo 

de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y 

límites territoriales de los circuitos en que se divide el territorio de 

la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales de Circuito y de los 

Juzgados de Distrito, por reclamarse actos de abstención de 

autoridad administrativa con efectos positivos, que requieren 

ejecución material dentro de este Distrito. 

SEGUNDO. Fijación del acto reclamado. De 

conformidad con lo que establece la fracción I, del artículo 74 de 

la Ley de Amparo, se tiene como acto reclamado:

- La omisión del pago de pensión, en cumplimiento al 

dictamen  ************ de veintisiete de febrero de dos mil 

veintiséis, a pesar de contar con el formato de aceptación recibido 

el dieciocho de mayo de dos mil veintiséis.

TERCERO. Existencia del acto reclamado. Al rendir 

informe justificado el Jefe del Departamento de Pensiones del 
Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 
Municipios, aceptó el acto reclamado.

CUARTO. Causas de improcedencia. Una vez 

determinada la certeza del acto combatido y previo al estudio de 

los conceptos de violación, deben analizarse las causales de 

improcedencia que surjan en este juicio, por ser una cuestión de 

orden público y de estudio preferente en el juicio constitucional, 

como lo dispone el numeral 62 de la legislación de la materia.

Al no existir causales de improcedencia invocadas por las 

partes, ni consideradas de oficio por este órgano jurisdiccional, se 

procede al estudio de los conceptos de violación.
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QUINTO. Estudio de fondo. A continuación, se 

examinará la constitucionalidad del acto combatido consistente en 

la omisión de pago de pensión, sin que para tal efecto sea 

necesaria la transcripción de los motivos de disenso formulados 

por el impetrante de amparo, por no causar perjuicio a las partes 

y no existir disposición legal que obligue a ello.

Medularmente, los motivos de inconformidad planteados 

por la parte quejosa radican en que la falta de pago de pensión, 

contraría el principio de justicia pronta y expedita, así como su 

derecho a la seguridad social.

Los conceptos de violación formulados son fundados y 

suficientes para conceder el amparo solicitado, en atención a las 

consideraciones que a continuación se exponen. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido 

jurisprudencialmente que cuando en un juicio de amparo se 

reclamen actos que consisten en omisiones o hechos negativos 

de las autoridades responsables, debe entenderse que la carga 

de la prueba de esas omisiones o hechos negativos, no 

corresponde a la parte quejosa sino que es a las responsables a 

quienes les toca demostrar que no incurrieron en ellos. Dicho 

criterio se encuentra contenido en la tesis que se inserta a 

continuación: 

"ACTO RECLAMADO NEGATIVO. LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE DEBE COMPROBAR QUE CUMPLIO 
LOS REQUISITOS QUE SE LE RECLAMAN. 
Advirtiéndose que los actos reclamados consisten en 
omisiones o hechos negativos de las autoridades 
responsables, debe entenderse que la carga de la prueba 
de esas omisiones o de los hechos negativos, no 
corresponde a la parte quejosa, sino que es a las 
responsables a las que toca demostrar que no incurrieron 
en ellos." 
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Luego, si la parte quejosa reclama la omisión de pagarle 

su pensión en los términos establecidos en el dictamen por el que 

la obtuvo, es evidente que la autoridad responsable debe 

demostrar que ha cubierto la pensión decretada a favor del 

solicitante del amparo.

Ahora, es importante destacar que el Pleno del Máximo 

Tribunal del País ha determinado que la dignidad humana funge 

como un principio jurídico que permea en todo el ordenamiento, 

pero también como un derecho fundamental que debe ser 

respetado en todo caso, cuya importancia resalta al ser la base y 

condición para el disfrute de los demás derechos y el desarrollo 

integral de la personalidad. 

Tales consideraciones están reflejadas en las tesis P. 

LXV/200913 y P. VII/2013 (9a.), que llevan por títulos: 

"DIGNIDAD HUMANA. EL ORDEN JURÍDICO MEXICANO LA 
RECONOCE COMO CONDICIÓN Y BASE DE LOS DEMÁS 
DERECHOS FUNDAMENTALES." Y "DERECHO AL MÍNIMO 
VITAL. SU CONTENIDO TRASCIENDE A TODOS LOS 
ÁMBITOS QUE PREVEAN MEDIDAS ESTATALES QUE 
PERMITAN RESPETAR LA DIGNIDAD HUMANA."

Asimismo, sostuvo que la dignidad humana no es una 

simple declaración ética, sino que se trata de una norma jurídica 

que consagra un derecho fundamental a favor de la persona, y 

por el cual se establece el mandato constitucional a todas las 

autoridades, e incluso particulares, de respetar y proteger la 

dignidad de todo individuo, entendida ésta -en su núcleo más 

esencial- como el interés inherente a toda persona, por el mero 

hecho de serlo, a ser tratada como tal y no como un objeto, a no 

ser humillada, degradada, envilecida o cosificada. 

De acuerdo con lo anterior, el derecho a la dignidad 

humana de toda persona se refiere al derecho a un nivel de vida 
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adecuado, y por tanto, a la plena satisfacción de todas sus 

necesidades básicas en virtud de su dignidad como ser humano, 

y corresponde al Estado, asegurar la satisfacción de las 

necesidades básicas de todos sus ciudadanos mediante servicios 

sociales, seguros o pensiones en casos de desempleo, 

enfermedad, invalidez, viudez, vejez. 

Apoya lo expuesto, la jurisprudencia 1a. /J. 37/2016 (10a.), 

emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de rubro y texto: 

"DIGNIDAD HUMANA. CONSTITUYE UNA NORMA 
JURÍDICA QUE CONSAGRA UN DERECHO 
FUNDAMENTAL A FAVOR DE LAS PERSONAS Y NO 
UNA SIMPLE DECLARACIÓN ÉTICA. La dignidad 
humana no se identifica ni se confunde con un precepto 
meramente moral, sino que se proyecta en nuestro 
ordenamiento como un bien jurídico circunstancial al ser 
humano, merecedor de la más amplia protección jurídica, 
reconocido actualmente en los artículos 1o., último párrafo; 
2o., apartado A, fracción II; 3o., fracción II, inciso c); y 25 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En efecto, el Pleno de esta Suprema Corte ha 
sostenido que la dignidad humana funge como un principio 
jurídico que permea en todo el ordenamiento, pero también 
como un derecho fundamental que debe ser respetado en 
todo caso, cuya importancia resalta al ser la base y 
condición para el disfrute de los demás derechos y el 
desarrollo integral de la personalidad. Así las cosas, la 
dignidad humana no es una simple declaración ética, sino 
que se trata de una norma jurídica que consagra un 
derecho fundamental a favor de la persona y por el cual se 
establece el mandato constitucional a todas las 
autoridades, e incluso particulares, de respetar y proteger 
la dignidad de todo individuo, entendida ésta -en su núcleo 
más esencial como el interés inherente a toda persona, por 
el mero hecho de serlo, a ser tratada como tal y no como 
un objeto, a no ser humillada, degradada, envilecida o 
cosificada." 

Por otro lado, debe destacarse que la pensión constituye 

un derecho fundamental de seguridad social consagrado en el 

artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), constitucional, que 

dispone:
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"Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno 
y socialmente útil; al efecto, se promoverán la creación de 
empleos y la organización social de trabajo, conforme a la 
ley. 

El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases 
siguientes deberá expedir leyes sobre el trabajo, las cuales 
regirán: 

(.) 

B. Entre los Poderes de la Unión y sus trabajadores: 

(.) 

XI. La seguridad social se organizará conforme a las 
siguientes bases mínimas: 

a) Cubrirá los accidentes y enfermedades profesionales; 
las enfermedades no profesionales y maternidad; y la 
jubilación, la invalidez, vejez y muerte. 

(.)" 

Respecto del tema del pago de la pensión, la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Unión, al resolver el 

amparo directo en revisión 1875/2022, estableció las siguientes 

directrices:

- Una de las maneras de satisfacer el derecho al mínimo 

vital y la dignidad humana es a través del pago de una pensión, 

que constituye una prestación económica destinada a proteger al 

trabajador por cuestiones de accidente de trabajo, por padecer 

una enfermedad o accidente no laborales, y al cumplir al menos 

60 años de edad. 

- Esta pensión es una medida de seguridad social que 

constituye un derecho para el trabajador durante su vida activa y 

su pago comienza cuando resulte procedente, ya sea por edad, 

número de años trabajados o alguna otra circunstancia como la 

enfermedad o la incapacidad; de ahí que existe una razón de 

T
O

M
A

S M
A

R
T

ÍN
E

Z
 M

O
SC

O
Z

A
706a6620636a6633000000000000000000016d16
07/05/29 17:44:57

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



  

9


peso derivada de una condición que menoscaba su capacidad de 

generar ingresos para analizar si las medidas que le conciernen 

tienen el potencial de vulnerar la dignidad humana.

- El derecho a contar con una pensión es una dimensión 

del derecho a la seguridad social en tanto responde a la 

necesidad de una red colectiva para sostener a aquel miembro de 

la sociedad que esté en una situación en la que no le es posible 

procurarse los medios necesarios para satisfacer su mínimo vital 

por propia cuenta. 

De modo que el derecho a la seguridad social forme parte 

de una sociedad garantista y, por ello, reconocido como un 

derecho fundamental en el artículo 22 de la Declaración Universal 

de Derechos Humanos. 

Ahora, con relación a la protección de los derechos 

humanos de los gobernados, el artículo 1° de la Constitución 

Política de los Estados Mexicanos, establece lo siguiente:

"Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución y en los tratados internacionales de 
los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que esta Constitución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y con 
los tratados internacionales de la materia favoreciendo en 
todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que 
establezca la ley. 
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Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos 
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al 
territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su 
libertad y la protección de las leyes. 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen 
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, 
la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas."

Conforme a las transcripciones efectuadas, todas las 

autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la 

obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos, de conformidad con los principios de 

universabilidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

De lo anterior destaca, en el caso concreto, la obligación 

de garantizar, que implica mantener el disfrute del derecho 

humano, así como mejorarlo y restituirlo en caso de violaciones; 

de proteger que implica crear el marco jurídico y la maquinaria 

institucional para prevenir violaciones a los derechos humanos; y, 

el principio de interdependencia que se refiere a las relaciones 

recíprocas de los derechos humanos fundamentales, toda vez, 

que el disfrute de los derechos depende para su existencia de la 

realización de otro u otros grupos de derechos. 

Entre esos derechos, se encuentra los relativos a la 

seguridad social, el de la dignidad humana y el del mínimo vital. 

Para explicarlo, en principio debe observarse que esta 

demostrado que a la parte quejosa se le concedió una pensión 

por el Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 

Municipios (ISSEMYM), conforme a las constancias existentes en 

autos, atendiendo al dictamen de otorgamiento de pensión 

************ de veintisiete de febrero de dos mil veintiséis; sin 

T
O

M
A

S M
A

R
T

ÍN
E

Z
 M

O
SC

O
Z

A
706a6620636a6633000000000000000000016d16
07/05/29 17:44:57

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



  

11


embargo, no se ha realizado dicho pago, pues el agraviado así lo 

manifestó bajo protesta de decir verdad en su demanda de 

amparo y la autoridad responsable no controvirtió esa afirmación, 

sin que exista mandamiento escrito de autoridad competente, que 

funde y motive tal actuar (retraso de pago de la pensión), por lo 

que es inconcuso que el acto del que se duele es inconstitucional.

Ello es así, ya que conforme al numeral 16, primer párrafo 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 

papeles o posesiones, sin que exista mandamiento escrito de 

autoridad competente que funde y motive la causa legal del 

procedimiento, y en el caso concreto, no existe mandamiento de 

alguna autoridad competente que, de manera fundada y 

motivada, haya ordenado el retraso en dichos pagos. 

En suma, este juzgado de distrito advierte que con el acto 

reclamado no sólo se transgredió el artículo 1° Constitucional, 

sino también otros derechos fundamentales de la parte quejosa, 

como el derecho a la dignidad humana, el derecho a recibir una 

pensión y el derecho al mínimo vital. 

Conforme a lo anterior, debe reiterarse que en el caso a 

estudio, quedó evidenciado que la autoridad responsable omitió 

efectuar las gestiones administrativas correspondientes para 

realizar el pago a que tiene derecho la parte quejosa, conforme al 

dictamen de otorgamiento de pensión  ************  de 

veintisiete de febrero de dos mil veintiséis, retrasando 

injustificadamente dicho pago de pensión, lo cual, 

indudablemente, constituye una violación a sus derechos 

humanos de dignidad humana y del mínimo vital. 

Esa aseveración obedece a que durante el tiempo en que 

no recibe su pago de pensión, el gobernado carece de los medios 

para la plena satisfacción de todas sus necesidades básicas, en 
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virtud de su dignidad como ser humano, lo que no se subsana 

únicamente con el pago posterior o tardío de tales pensiones, 

pues ello no retribuye en nada las molestias, problemas y 

obstáculos que una persona debe enfrentar para subsistir hasta 

en tanto el pago acontece. 

Por tanto, el Estado, a través de la autoridad responsable, 

incumplió con la obligación de garantizar tales derechos 

humanos, porque le corresponde asegurar la satisfacción de las 

necesidades básicas de todos sus ciudadanos, en el caso, el 

derecho que adquirió el pensionado, aquí quejoso, a recibir el 

pago de una pensión, la que debe ser realizada a partir del día 

siguiente a aquel en que el servidor público causó baja en el 

servicio, porque sólo así se puede garantizar una subsistencia 

digna; a este despliegue estatal, se le conoce como obligación 

estatal de garantía y se traduce en la obligación del Estado a 

través de esos entes públicos de mantener el disfrute del 

derecho, pero además también el mejorarlo y restituirlo en caso 

de violación. 

En efecto, al restringirse el derecho del peticionario de 

amparo de recibir su pago de pensión en tiempo, se violan los 

derechos humanos invocados, ya que la pensión protege la 

dignidad de los pensionados y el derecho al mínimo vital, que 

comprende las satisfacciones necesarias para que ese retiro sea 

digno.

Al respecto, véase la jurisprudencia 1a. /J. 125/2023 (11a.) 

de la Primera Sala del Máximo Tribunal del país, que expresa: 

"DERECHO DE LAS PERSONAS DE EDAD AVANZADA 
A CONTAR CON UN MÍNIMO VITAL. AMERITA UNA 
PROTECCIÓN ESTATAL ESPECIAL PARA 
IDENTIFICAR Y SUBSANAR POSIBLES CONDICIONES 
DE VULNERABILIDAD. 
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
Hechos: Un adulto mayor demandó a una institución 
bancaria la reintegración de los recursos que habían sido 
depositados a su cuenta de ahorro para el retiro, luego de 
que el banco del que era cuentahabiente realizara una 
disposición con base en una deuda derivada de un 
contrato de apertura de crédito. El Juez del conocimiento 
absolvió a la demandada al considerar que había actuado 
conforme a las cláusulas acordadas por las partes. El actor 
promovió juicio de amparo directo en el que alegó que la 
resolución reclamada vulneraba el derecho al salario y a 
contar con un mínimo vital para una vida digna. El Tribunal 
Colegiado de Circuito del conocimiento negó el amparo 
porque estimó que no se afectaba el derecho al salario en 
términos del artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. Inconforme, la parte quejosa 
interpuso un recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación considera que los mecanismos 
destinados al retiro constituyen una materialización del 
derecho a contar con un mínimo vital y del respeto a la 
dignidad humana que fundamenta nuestro ordenamiento. 
Ahora bien, en la medida que estos mecanismos de retiro 
conforman una garantía del mínimo vital destinados a la 
supervivencia en la edad avanzada, de acuerdo con una 
perspectiva de persona mayor, ameritan una protección 
estatal especial para identificar y subsanar posibles 
condiciones de vulnerabilidad. 

Justificación: El derecho a contar con un mínimo vital 
durante la edad avanzada se deriva del derecho general a 
contar con una vida digna contenido en el artículo 1o. 
constitucional y de los derechos al goce efectivo del 
derecho a la vida y a vivir con dignidad en la vejez 
previstos en el artículo 6 de la Convención Interamericana 
sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores. El derecho a contar con un mínimo 
vital resulta esencial porque busca salvaguardar los 
medios básicos para la subsistencia, tiene un impacto en la 
consecución de otros derechos como a la alimentación, 
salud y vivienda, y, además, garantiza una igualdad 
sustantiva entre los individuos, pues sólo aquellos con sus 
necesidades mínimas satisfechas cuentan con la libertad 
para desarrollar su plan de vida y para participar en una 
sociedad democrática."

De esta forma, el hecho de que ya haya autorizado la 

pensión, se incurra en la omisión de pagarla, hace que sea 

inconstitucional, pues se trasgrede en perjuicio de la parte 

agraviada el derecho humano a la dignidad y al mínimo vital, la 
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transgresión al derecho humano a la seguridad social del que 

deriva el pago de pensión, la violación al libre desarrollo de la 

persona, por la necesidad de garantizar la continuidad en tiempo 

y forma legal en el pago de la pensión como obligación del 

Estado a través del ente asegurador de las prestaciones de 

seguridad social y el derecho de los pensionados de recibir una 

protección especial por su condición de integrantes de un grupo 

en situación de vulnerabilidad, integrado por sujetos que 

ordinariamente tienen la presunción de subsistir económicamente 

con su pensión. 

Derechos humanos que, conforme al principio de 

interdependencia, mantienen relaciones recíprocas entre todos 

ellos, de modo que el derecho humano a recibir el pago de la 

pensión en forma oportuna es condicionante de éstos u otros 

derechos mencionados, cuya afectación solo puede repararse 

restituyendo el respeto de esos derechos para alcanzar su 

respectiva protección y garantía, pues el contenido esencial de 

este derecho (pensión) supone el establecimiento de elementos 

mínimos que el Estado debe proveer en forma inmediata y sin 

que medien contra argumentos fácticos de imposibilidad 

proveniente de escases de recursos o elementos semejantes, 

pues aceptar una postura en ese sentido, implicaría incumplir la 

obligación estatal de garantizar y proteger los derechos humanos 

conforme al principio de interdependencia de éstos, que resultan 

aplicables al caso concreto. 

En las relatadas condiciones, con fundamento en el 

artículo 77, fracción II de la Ley de Amparo, lo procedente es 

conceder el amparo y protección solicitados para el efecto de 

que la autoridad responsable Jefe del Departamento de 
Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de 
México y Municipios, realice lo siguiente: 

T
O

M
A

S M
A

R
T

ÍN
E

Z
 M

O
SC

O
Z

A
706a6620636a6633000000000000000000016d16
07/05/29 17:44:57

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



  

15


- De manera inmediata, realice las gestiones 

administrativas necesarias a fin de que le sean depositadas y/o 

entregadas las cantidades que por concepto del pago de la 

pensión le correspondan a la fecha al quejoso, en términos del 

dictamen emitido a su favor, el cual que aceptó el dieciocho de 

mayo de dos mil veintiséis, a través del formato de aceptación de 

pensión.

En apoyo, se invoca la tesis XV.3o.9 A (10a.), sustentada 

por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, de 

título: "PENSIÓN JUBILATORIA. LA OMISIÓN RECURRENTE 
DE PAGARLA OPORTUNAMENTE VIOLA LOS DERECHOS 
HUMANOS A LA DIGNIDAD, AL MÍNIMO VITAL Y A LA 
SEGURIDAD SOCIAL DE LOS JUBILADOS."

En mérito de lo expuesto y fundado, se:

R E S U E L V E

ÚNICO. La Justicia de la Unión Ampara y Protege a 

****** ***** ******, contra el acto reclamado a la autoridad 

que señaló como responsable, por los motivos, fundamentos y 

para los efectos establecidos en la última parte considerativa de 

este fallo.

Notifíquese.

Así lo proveyó y firma el Juez Marín García Moreno, 

Titular del Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de 

México, con residencia en Naucalpan de Juárez, asistido de 

Tomás Martínez Moscoza, Secretario que da fe. Doy fe.

larh
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